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GESTIÓN DIPLOMÁTICA DEL ECUADOR
EN ASUNTOS MIGRATORIOS

EN ORGANISMOS INTERNACIONALES
José Ricardo Rosenberg

“dentro de mi alma
te llevo metida,

y aunque soy un emigrante
jamás en la vida

yo podré olvidarte.
Cuando salí de mi tierra

volví la cara llorando
porque lo que más quería

atrás me lo iba dejando...”
“El Emigrante”

Juanito Valderrama, 1959

INTRODUCCIÓN

El fenómeno de la migración internacional. La respuesta de los
organismos multilaterales

Hoy, ninguna región del mundo se encuentra al margen de los
efectos de la migración internacional. El movimiento de personas a tra-
vés del globo ha alcanzado niveles sin precedentes. Durante el siglo XX
la mayor parte del flujo migratorio se llevó a cabo entre Europa y Nor-
teamérica. En estas últimas décadas la tendencia migratoria ha tenido
lugar desde el mundo en desarrollo (Asia, las Américas, África) hacia los
países industrializados del norte. Luego del fin de la Guerra Fría, el des-
membramiento de la Unión Soviética y la aparición de nuevos Estados



se desbarataron muchas restricciones migratorias y al mismo tiempo
aparecieron conflictos étnicos y religiosos que desataron en Europa
nuevas olas migratorias hacia occidente. La Organización Internacional
de Migraciones (OIM) calcula que existen hoy en el mundo alrededor
de 150 millones de migrantes (OIM, 2002) lo que casi equivale a la po-
blación de Brasil. El fenómeno se explica también por el crecimiento
demográfico de las últimas décadas que ha motivado que las personas
busquen nuevos espacios para vivir. Hace un cuarto de siglo, relativa-
mente pocas personas y países fueron afectadas por este fenómeno
mientras que hoy pocos están exentos de sus múltiples consecuencias
en el plano social, económico y político.

Las personas que emigran lo hacen para buscar nuevas oportuni-
dades económicas, reunirse con parientes, liberarse de las restricciones
que impone la sociedad (ejemplo, mujeres y el machismo) huir de la
violencia o escapar de la persecución política. Sin embargo, el factor
económico es probablemente el mayor incentivo para la migración. Re-
sulta demasiado vasta la disparidad entre las remuneraciones que se pa-
gan por el trabajo en los países industrializados y las que se reciben en
aquellos que están en vías de desarrollo. Los medios de comunicación
y la globalización han contribuido para que se pongan en evidencia los
contrastes entre los niveles de vida de la sociedad contemporánea, in-
directamente fomentando frustraciones entre las personas de países me-
nos aventajados económicamente. En esos lugares, el deseo de tener ac-
ceso a una parte de las comodidades y garantías que abundan en paí-
ses ricos ha empujado a millones de personas a dejar sus aldeas, sus
ciudades, sus familias y sus formas de vida para emprender en la bús-
queda de un supuesto sueño dorado.

El propósito del presente trabajo es examinar el fenómeno migra-
torio ecuatoriano desde la perspectiva de la acción internacional, en
particular la multilateral. Se intentará explorar los motivos detrás de la
decisión de cientos de miles ecuatorianos de alejarse de su Patria, su fa-
milia, su cultura y su posición dentro de la sociedad, para en ocasiones,
a riesgo de su vida, probar suerte en un entorno ajeno, tratar de adap-
tarse al medio donde quizá desconoce el idioma, ser víctima de todo ti-
po de trato, vivir de manera modesta y precaria y realizar trabajos du-
ros y difíciles a cambio de un sueldo inferior al de quienes son nativos
del país de su destino.

El motivo central del presente trabajo será reflexionar sobre có-
mo puede y debe desenvolverse la diplomacia ecuatoriana, particular-
mente en el ámbito multilateral, en favor de la defensa de los derechos
fundamentales de un segmento cada vez mayor de la población del
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Ecuador que ha optado por residir fuera y en la mayoría de los casos
considerablemente muy lejos de las fronteras de su país.

Facilita este propósito brevemente identificar los instrumentos ju-
rídicos internacionales que se refieren a la situación de la migración in-
ternacional. Este conjunto de normas son los recursos y las herramien-
tas con los que dispone la diplomacia ecuatoriana para defender y pro-
mover los intereses de sus conciudadanos en el exterior.

En este ensayo, se propondrán acciones que se pueden tomar en
el ámbito internacional, por parte de la diplomacia ecuatoriana, para
que por un lado sea más eficaz la gestión protectora de los migrantes,
y por otro se formulen y ejecuten políticas que ofrezcan a dicha pobla-
ción oportunidades y opciones efectivas para continuar en el país y
aportar a su desarrollo, si así lo deseara.

Durante la mayor parte de su historia, la población ecuatoriana
permaneció relativamente sedentaria. La geografía del país y su lejanía
de las principales rutas marítimas internacionales, la deficiente infraes-
tructura vial interna y los limitados recursos económicos fueron facto-
res que hasta antes de la segunda mitad del siglo XX desalentaban el
movimiento poblacional en el Ecuador. El advenimiento y masificación
del transporte aéreo, acompañado de hechos políticos y económicos
desestabilizadores en el país, incentivaron a muchos ecuatorianos, de
todas las regiones de la nación, a salir en búsqueda de mejores oportu-
nidades, principalmente a Norteamérica y Europa.

Siendo el fenómeno de la migración ecuatoriana una preocupa-
ción y prioridad de la política nacional y a la vez un tema que atañe a
la esfera de las relaciones internacionales, interesa saber cómo han res-
pondido los foros multilaterales, sobre todo el sistema de la Organiza-
ción de las Naciones Unidas (ONU), a través de la diversa legislación
y los mecanismos para su seguimiento y ejecución. Para tal efecto, se
requiere examinar el papel que desempeña la diplomacia ecuatoriana
en el plano multilateral para asegurar que la normativa internacional
que protege a su población migrante se cumpla eficazmente y, en el
ámbito bilateral, este grupo social esté debidamente protegido en el
país de destino.

Al final del trabajo, presentaré algunas sugerencias sobre cómo
reforzar la gestión diplomática del Ecuador en la esfera multilateral pa-
ra asegurar la protección del migrante ecuatoriano. Esas acciones exigi-
rán un dinámico desenvolvimiento de las delegaciones permanentes an-
te las Naciones Unidas tanto en Nueva York como en Ginebra y un tra-
bajo constante con los comités de expertos de los órganos de vigilan-
cia de los tratados de derechos humanos, los grupos de trabajo y los re-
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latores especiales nombrados por la Comisión de Derechos Humanos
de la ONU. Finalmente, se recomendará un trabajo colectivo entre los
países de América Latina que enfrentan similares retos en relación con
el fenómeno de la migración internacional. 

LOS PRINCIPALES HECHOS

¿Cómo se desarrolló la migración internacional en la época post guerra
(1945 en adelante)? Tendencias, grupos más proclives a emigrar, res-
puestas en los países receptores, etc. ¿Cuáles son las causas que han pro-
vocado dichas migraciones a nivel mundial? El caso de la migración
ecuatoriana ¿Cuál ha sido la experiencia ecuatoriana dentro de este fe-
nómeno en el plano social, político y económico?

Durante el siglo XX y en particular a causa de las dos guerras
mundiales europeas, se dieron movimientos poblacionales en grandes
magnitudes. Las personas huían de la violencia y se trasladaban a paí-
ses vecinos o cruzaban el mar Atlántico para instalarse en Estados Uni-
dos, Canadá o las Américas. Durante los procesos de descolonización
que siguieron a la Segunda Guerra Mundial, se intensificaron las migra-
ciones de ciudadanos africanos, árabes y asiáticos hacia países de Occi-
dente lo que transformó la demografía y el tejido cultural de los anti-
guos imperios coloniales. Estos hechos frecuente e involuntariamente
han despertado sentimientos xenófobos entre la gente del lugar que se
siente económica y culturalmente amenazada. Suele ocurrir, en particu-
lar, en países que no tuvieron mayor experiencia de presencia de forá-
neos habitando dentro de su territorio.

Las personas migran por diversas razones: persecución política,
búsqueda de una mejor situación económica, el deseo de unirse a pa-
rientes o amigos que han migrado y tienen o aparentan tener una situa-
ción económica deseable, entre otros motivos.

En el caso ecuatoriano, fueron varios los motivos que impulsaron
a las personas a salir del país. Hacia fines de la década de los 90 el
Ecuador vivió el peor capítulo económico y político de su historia y una
parte de su población tomó la opción de probar suerte en otras latitu-
des. El país cayó víctima de un largo y doloroso proceso de constantes
crisis, algunas a causa de los devastadores daños producidos por fenó-
menos naturales y otras de creación humana: el fenómeno climático de
El Niño, la desestabilización financiera internacional, la dura deuda ex-
terna con la banca internacional, la caída de los precios del petróleo, las
pestes en los cultivos de productos acuáticos de exportación, la corrup-
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ción bancaria y la inestabilidad política acompañada de dos golpes de
Estado en el lapso de apenas tres años. Este escenario, desolador y des-
concertante, alentó una salida, o fuga, del país sin precedente por par-
te de un número significativo de la población. Según el Informe de la
Relatora Especial de la ONU para los Derechos Humanos de los Migran-
tes, habría un total aproximado de 1,8 millones de ecuatorianos resi-
diendo en el exterior, lo que equivaldría a casi el 15% de su población1.

Dentro del contexto de esta ola migratoria, se producen también
fenómenos paralelos como el de alternativas imaginarias e idealizadas,
económicas y sociales, en otros países. Los ecuatorianos empiezan a
pensar e imaginar vidas posibles en otras latitudes a partir de ideas nu-
tridas por imágenes que les vienen desde los medios de comunicación
y de los relatos de amigos y parientes que viven fuera (Goycochea,Ra-
mírez, 2002). La esperanza de lograr un mejor estatus social, “superar-
se” y facilitar el acceso a bienes materiales similar al de quienes ya sa-
lieron y vuelven para contar sus historias (a veces exageradas) resulta
demasiada tentación (Ruiz, 2000). Los constantes ejemplos de parientes,
amigos y vecinos que se han abierto campo en el extranjero y las lar-
gas colas frente a los consulados de países industrializados para obte-
ner aquella visa para un sueño, contrapuestos a decepcionantes esce-
narios políticos y económicos de la vida nacional provocan grandes
éxodos del país.

La decisión de salir, en la mayoría de los casos, se convierte en
un acto colectivo en el que participa el grupo familiar. El “proyecto” de
migrar se lo analiza en cuanto tiene relación con la economía del gru-
po o “unidad migratoria” y a veces exige inversiones, recursos y gestio-
nes por parte de sus miembros (Goycochea, Ramírez, 2002). Conviene
señalar que uno de los fenómenos de la globalización es el hecho que
a partir de la migración, se produce el movimiento de bienes, inversio-
nes y personas. Tanto las personas como las economías se relacionan
entre sí y en muchos casos ambas se benefician en mayor o menor gra-
do: no hay que percibir a la migración como un motor para el desarro-
llo únicamente del país emisor. El migrante, así como envía remesas a
su país de origen, en el país receptor también realiza gastos en vivien-
da, alimentación, diversión, servicios, etc. Multiplicados esos gastos por
los miles y millones que representan los migrantes en el mundo ente-
ro, resulta una cifra nada desdeñable.

Para ciertos sectores de la sociedad ecuatoriana, el proceso mi-
gratorio ha tenido impactos sociales muy profundos. En algunos casos,
ha significado el desmembramiento de familias y comunidades enteras.
Las poblaciones ecuatorianas, particularmente en la zona austral del
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país están llenas de menores abandonados o encargados al cuidado de
los abuelos, vecinos o conocidos. La situación es alarmante porque ade-
más del alto costo de la “inversión afectiva” (ibid) que debe hacer el
grupo, son potencialmente más caras las consecuencias para la genera-
ción que permanece en el país de origen. Ésta, sin el control de los pa-
dres se arriesga a caer presa de tentaciones como el abandono de los
estudios, el crimen y el alcohol que conducen sin excepción a una vi-
da desordenada, delictiva o sin futuro. Los resultados pueden ser devas-
tadores, tanto para el núcleo social inmediato como para la sociedad
ecuatoriana en general. Teniendo en cuenta que este es un problema
cuyas mayores consecuencias saldrán a flote después de una genera-
ción, que sin duda van a tocar al Ecuador en su conjunto, conviene que
se lleve a cabo un estudio, quizá con la ayuda de organismos interna-
cionales como el UNICEF, para medir la gravedad del fenómeno al mo-
mento actual y determinar qué acciones preventivas deberían tomarse
para atenuar los efectos negativos a largo plazo.

Para las mujeres, emigrar ha sido un medio de liberación de las
ataduras económicas, culturales y sociales que muchas veces impone la
sociedad ecuatoriana. La salida hacia otro país representa, para algunas,
escaparse de un padre o esposo dominante o abusivo. Significa tener
por primera vez empleo y salario suficiente para satisfacer gustos mate-
riales quizá inalcanzables en el Ecuador (Ruiz, op.cit). La OIM estima
que al momento, las mujeres representan el 47,5 % de los migrantes en
el mundo (OIM, op.cit).

Por otra parte, la migración ha hecho que la sociedad ecuatoria-
na, históricamente fragmentada por diferencias raciales, étnicas y regio-
nales en el país, se vea en el extranjero obligada a unirse y trabajar co-
lectivamente. En algunos casos, como en Holanda, se ha dado el fenó-
meno de que la relación de poder entre mestizos e indígenas sea com-
pletamente contraria a la existente en territorio ecuatoriano, (ibid) es de-
cir la dominación económica, social, política y cultural de facto de los
segundos por parte de los primeros. Pero por lo general, los ecuatoria-
nos en el exterior tienden a unirse para compartir juntos los retos que
impone una nueva vida en un país extraño. Exportan sus costumbres,
buenas y menos buenas, y tratan de asimilarse al nuevo medio enfren-
tando las barreras culturales, idiomáticas y económicas.

El drama del migrante se vuelve parte de la preocupación y del
debate nacional. Se sigue con interés la suerte de los compatriotas en
lugares como Murcia, Nápoles o Jackson Heights, cual si fueran apén-
dices del país. Los hechos y las noticias que acontecen en los Estados
de destino se vuelven también noticia en el Ecuador. El intercambio
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constante con esas zonas lejanas toca y de alguna manera afecta la iden-
tidad de la nación. La presencia de tantos ecuatorianos en otros países,
a finales del siglo XX e inicios del XXI, obliga a la diplomacia a modi-
ficar sus prioridades, elaborar estrategias, buscar mecanismos y tomar
acciones para hacer frente a las exigencias del cuidado de un segmen-
to numeroso de su población.

LA NORMATIVA

¿Cómo han respondido los Estados y los mecanismos internacionales al fe-
nómeno migratorio a través del derecho internacional?

La preocupación por la protección de personas migratorias figu-
ró en los primeros intentos de crear sistemas de cooperación interna-
cional. En 1919, luego de la Primera Guerra Mundial, el Tratado de Ver-
salles, en su artículo 23, se refirió a la protección de trabajadores sean
en sus respectivos países o en países ajenos. El instrumento reconoció
la responsabilidad colectiva de mejorar las condiciones de los trabaja-
dores y de proteger a obreros empleados en países ajenos. Los delega-
dos en la reunión de Versalles apreciaron la importancia de amparar a
este grupo humano de la injusticias, penurias y privaciones pues enten-
dían que estas situaciones podrían provocar malestar y atentar contra la
paz y armonía mundial.

Los convenios internacionales en materia de protección de los
derechos humanos de los migrantes, de los que el Ecuador es Estado
Parte son los siguientes:

n Convención internacional sobre la protección de los derechos de
todos los trabajadores migratorios y de sus familiares.

n Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y otros instru-
mentos del derecho internacional de los derechos humanos.

n Convención Internacional contra la Delincuencia Organizada
Transnacional (Conferencia Mundial de Nápoles, 1994).

n Convenios de la Organización Internacional del Trabajo.

El país tiene la obligación no sólo moral sino jurídica de respe-
tar estos compromisos internacionales y compete a su Servicio Exterior
colaborar en la buena aplicación de los compromisos adquiridos por el
Ecuador.

Es preciso anotar que en el Ecuador los tratados internacionales
tienen fuerza de ley interna y son aplicables incluso sobre las leyes na-
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cionales. Corresponde al Parlamento ecuatoriano aprobar tratados y
convenios internacionales “que atribuyan a un organismo internacional
o supranacional el ejercicio de competencias derivadas de la Constitu-
ción o la ley” y “los que se refieran a los derechos y deberes funda-
mentales de las personas y a los derechos colectivos”2. Naturalmente,
los convenios deben guardar conformidad con la legislación interna
del país y se respeta la superioridad jerárquica de la Constitución (Va-
lencia, 2004a).

El tema sobre la protección de los trabajadores migratorios co-
menzó a discutirse con mayor fuerza por parte de las Naciones Unidas
a partir de la década de 1970, en el contexto del debate sobre el tráfi-
co ilegal de la mano de obra. Varias acciones se tomaron en favor de la
aprobación de una convención internacional para proteger a los traba-
jadores migratorios entre las cuales se destacan las siguientes3:

n En 1972, el Consejo Económico y Social (ECOSOC) aprobó una
resolución mediante la cual deploró que se aprovecharan las con-
diciones de pobreza, ignorancia y desempleo de las masas en los
Estados de origen para explotar a la mano de obra ilegal y pidió
a los Estados Miembros que apresaran y juzgaran a los responsa-
bles y adoptaran las medidas legales necesarias para hacer fren-
te a este grave problema mundial.

n La Asamblea General de la ONU, en su 27ª. Sesión (1972), apro-
bó la resolución 2920 en la que condenó la discriminación con-
tra los trabajadores extranjeros y solicitó a los gobiernos poner fin
a esas prácticas ilegales.

n En 1976, la señora Halima Warzazi, de nacionalidad marroquí, fue
encargada por parte de la Subcomisión de Prevención de Discri-
minaciones y Protección de las Minorías, de realizar un estudio
sobre la explotación de la mano de obra por medio del tráfico ilí-
cito y clandestino, el cual presentó a la Comisión de Derechos
Humanos.

n En 1974 la Conferencia Mundial de Población de las Naciones
Unidas aprobó el Plan de Acción Mundial sobre Población que
contuvo recomendaciones sobre la migración internacional de
trabajadores.

n En 1975 la ONU convocó en Túnez el Seminario sobre los Dere-
chos Humanos de los trabajadores migrantes.

n En 1985 el ECOSOC mediante su resolución 1985/24, invitó a los
Estados Miembros a establecer programas y servicios destinados a
mejorar el bienestar de los trabajadores migrantes y sus familias.
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n En 1978, en Ginebra, la primera Conferencia Mundial para Com-
batir el Racismo y la Discriminación Racial recomendó la elabo-
ración de una convención internacional sobre los derechos de
los trabajadores migratorios. Ese mismo año, la medida fue res-
paldada por la resolución 33/163 de la Asamblea General. En
1980, se formó un Grupo de Trabajo Abierto de los Estados
Miembros de la ONU, para elaborar una convención cuya redac-
ción concluyó una década después, en 1990.

En diciembre de 1990, la Asamblea General de la ONU adoptó la
resolución número 45/158 mediante la cual aprobaba la “Convención
Internacional sobre la Protección de los Derechos de todos los Trabaja-
dores Migratorios y de sus Familiares”. Para entrar en vigencia, el trata-
do requería que al menos veinte Estados la ratifiquen o se adhieran, lo
que no ocurrió sino hasta después de 13 años. 

La Convención refuerza los derechos que ya existen en relación
con los migrantes, como las Convenciones 97 y 143 de la Organización
Internacional del Trabajo sobre los trabajadores migratorios a las que
nos referiremos más adelante. El instrumento recoge un elemento no-
vedoso que señala que los derechos de los trabajadores indocumenta-
dos deben ser protegidos al igual que los de los migrantes con docu-
mentación. Asimismo, reconoce los derechos de los familiares de los
migrantes y recomienda medidas para lograr el reagrupamiento familiar.
Su principal objetivo es garantizar la igualdad de derechos entre traba-
jadores extranjeros y nacionales. La Convención contiene los siguientes
elementos que reflejan avances jurídicos muy destacados en materia de
los derechos humanos de los migrantes:

n Impedir las condiciones de vida y trabajo inhumanas, así como
los malos tratos físicos, sexuales y degradantes.

n Garantizar el derecho de los trabajadores migratorios a la liber-
tad de opinión, expresión y religión.

n Garantizar a todos los trabajadores migratorios una protección
eficaz contra todo tipo de violencias, daños corporales, amena-
zas o intimidaciones por parte de funcionarios, particulares, gru-
pos e instituciones.

n Garantizar a los trabajadores migratorios el acceso a la informa-
ción sobre sus derechos.

n Garantizar el derecho de los trabajadores migratorios a participar
en actividades sindicales.

n Promocionar condiciones satisfactorias, equitativas, dignas y líci-
tas en relación con la migración internacional.
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Hasta el momento apenas existen 25 Estados Partes4, de los cua-
les lamentablemente ninguno es un país industrializado. Esta es una de
las grandes debilidades del Convenio pues tiene limitada su capacidad
de vigilar el tratamiento de trabajadores migratorios en los países don-
de precisamente más se agrupan. La mayoría de los Estados que sí han
suscrito o adherido, son países en vías de desarrollo y los principales
emisores de migrantes. Este es un factor importante ya que se facilitan
las acciones para la aplicación del acuerdo, orientar a los gobiernos a
adoptar medidas que beneficien la situación de los migrantes, combatir
los efectos que conducen a la migración irregular y luchar contra las ac-
tividades ilícitas y abusos que suelen asociarse con el fenómeno de la
migración internacional. Sin embargo, el Convenio difícilmente alcanza-
rá sus objetivos si no se consigue la incorporación y cooperación com-
pleta de los países receptores, tarea en la que deben estar empeñados
los Estados de donde más provienen los migrantes. 

La Convención está plenamente vigente para el Ecuador pero el
país debe armonizar su legislación interna para que empate jurídica-
mente con las disposiciones del instrumento internacional, de conformi-
dad con el artículo 84. Asimismo, el país está obligado a llevar a la prác-
tica programas sociales tendientes a favorecer al migrante y su familia y
reforzar sus derechos económicos, sociales y culturales.

Debido a que la mayoría de los principales países receptores de
migrantes no son partes de este instrumento internacional y han expre-
sado sus reparos, es necesario que la diplomacia ecuatoriana, en su afán
de proteger al migrante nacional, sea creativa y busque alternativas pa-
ra conseguir que por otros medios legales se obtengan los mismos ob-
jetivos de la Convención. El Ecuador podría invocar convenios y reco-
mendaciones de la OIT como también resoluciones de la Comisión de
Derechos Humanos, varias aprobadas por unanimidad, que se refieren
a los mismos derechos que la Convención busca proteger.

Como Estado Parte de este instrumento, que es a la vez país emi-
sor y receptor de migrantes, el Ecuador tiene la obligación de velar ce-
losamente por los derechos tanto de sus ciudadanos en el exterior co-
mo de los extranjeros en su territorio nacional. Una manera de demos-
trar su firme compromiso con la Convención es reconociendo la com-
petencia del “Comité para la protección de los derechos de todos los
trabajadores migratorios y de sus familiares”, para recibir y examinar las
comunicaciones en las que un Estado Parte o individuos puedan alegar
que el Ecuador no cumple las obligaciones dimanadas de este instru-
mento (artículos 76 y 77).
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Finalmente, el Ecuador deberá asumir con seriedad su compro-
miso con la Convención en la preparación de su primer informe quin-
quenal que deberá someter a consideración del Comité en julio de
2009. Un análisis jurídico muy extenso sobre estos temas fue presenta-
do por el investigador y ex diplomático ecuatoriano José Valencia Amo-
res (Valencia(b), 2004).

El “Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos” fue adop-
tado por la Asamblea General de la ONU en diciembre de 1966 y entró
en vigor en marzo de 1976. Es uno de los principales instrumentos ju-
rídicos internacionales de derechos humanos y se refiere de la siguien-
te manera, aunque ligeramente, a los derechos de los migrantes:

“Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discri-
minación a igual protección de la ley”. Se prohibe la discriminación por
razones de origen nacional (art. 26).

Este instrumento es particularmente importante porque lo inte-
gran 152 Estados Partes, entre estos la mayoría de los países receptores
de migrantes como Estados Unidos, España, Italia, Reino Unido, Países
Bajos, Alemania, Francia, etc. Aunque el alcance del tratado es muy glo-
bal, sirve como un mecanismo para proteger en esos países los dere-
chos de los extranjeros, en este caso, migrantes. Ecuador es parte de es-
te instrumento desde el 6 de marzo de 19695.

El 15 de noviembre de 2000, la Asamblea General de la ONU
adoptó la resolución A/RES/55/25 que aprobó la Convención Interna-
cional contra la Delincuencia Organizada Transnacional cuyo propósito
es promover la cooperación para prevenir y combatir más eficazmente
la delincuencia organizada transnacional, que abarca desde el lavado de
dinero hasta el tráfico de personas. Entró en vigor el 29 de septiembre
de 2003. Cuenta con 147 signatarios y 82 Estados Partes, entre ellos
Ecuador. En el ordenamiento jurídico ecuatoriano, entró en vigor el 24
de octubre de 2003. La Convención contiene 41 artículos y figuran en-
tre sus novedades normas de extradición y de asistencia jurídica mutua,
cooperación a escala mundial, regional, subregional y bilateral. Mencio-
na que ya no se podrá utilizar el sigilo bancario para ocultar activida-
des criminales (Artículos 7 y 18). El instrumento hace referencia a in-
vestigaciones conjuntas (art. 19).

Los instrumentos contra la delincuencia organizada transnacional
son una respuesta de la comunidad internacional a los grupos delicti-
vos internacionales que durante la últimas décadas han establecido ex-
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tensas redes mundiales y obtienen enormes utilidades a través de una
serie de acciones ilícitas cuyas principales víctimas son a veces, el mi-
grante internacional. Estos grupos participan en la trata de personas, de-
masiadas veces niños y mujeres, a quienes someten a la fuerza a la es-
clavitud económica y la prostitución. La globalización ha hecho que la
lucha contra este nuevo tipo de delincuencia exija una colaboración
más allá de las fronteras pues los retos que impone rebasan la capaci-
dad de una acción unilateral. La colaboración internacional es imperan-
te y para ello la ONU ha sido nuevamente el vehículo más eficaz para
canalizarla. El Ecuador tiene que aprovechar los medios que le ofrece
la gestión multilateral a través del Convenio pues sus ciudadanos han
sido muchas veces las víctimas de este tipo de delincuencia, aunque
probablemente la mayoría de los casos no son denunciados y por ende
quedan en la impunidad. El contar con el instrumento y la voluntad po-
lítica del Ecuador de hacerlo efectivo es una garantía valiosa en favor
de los derechos del migrante ecuatoriano.

El convenio tiene por objeto lo siguiente:

n Penalizar los delitos cometidos por los grupos delictivos organi-
zados, incluido la corrupción y los delitos de empresas o socie-
dades.

n Tomar medidas enérgicas contra el blanqueo de dinero y el pro-
ducto del delito.

n Aceptar y ampliar el alcance de los procesos de extradición.
n Proteger a los testigos que prestan testimonio contra los grupos

delictivos.
n Estrechar la cooperación en la búsqueda del enjuiciamiento de

los sospechosos.
n Fortalecer la prevención de la delincuencia organizada a escala

nacional e internacional.

Debido a que la trata de personas, en particular de mujeres y ni-
ños, con fines de trabajo forzado o esclavitud sexual está cada vez más
vinculada con la delincuencia organizada transnacional, los Estados de-
cidieron preparar dos instrumentos adicionales sobre esta temática.

“Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de perso-
nas, especialmente de mujeres y niños”, tiene por objeto:
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n Unir a los países en la adopción de medidas para prevenir la tra-
ta de personas, especialmente de mujeres y niños, así como pa-
ra perseguir y castigar a los traficantes internacionales.

n Fortalecer la cooperación entre los países para combatir más efi-
cazmente la trata.

n Proteger a las víctimas de la trata y ayudarles a regresar sin peli-
gro a sus países de origen o a un tercer país.

n Informar al público acerca de la trata y sus consecuencias nega-
tivas, tanto para los traficantes como para las víctimas.

n Promulgar nuevas leyes a nivel nacional para penalizar esta acti-
vidad ilícita.

n Tomar medidas para desenmascarar a los traficantes y las víctimas.
n Fortalecer los vínculos entre las autoridades de países de origen,

de tránsito y de destino a fin de intercambiar información en re-
lación con los delincuentes.

n Proteger a la víctimas proporcionándoles servicios sociales, como
alimentación, vivienda, atención médica y educación, durante su
estadía temporal en los países de tránsito y de destino y ayudán-
doles a regresar a su países de origen.

n Informar al público en general sobre las causas y consecuencias
de la trata a fin de prevenir esta actividad y obtener la colabora-
ción de la sociedad para perseguir y sancionar a los delincuen-
tes que la fomentan.

“Protocolo contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y
Aire”, tiene por objeto:

n Obligar a los países a adoptar leyes que penalicen esta práctica
y las actividades relacionadas con ella como la confección, ad-
quisición o suministro de documentos de identidad o de viaje
fraudulentos.

n Impedir o reprimir el contrabando por mar.
n Obtener que los países intercambien información sobre los luga-

res donde se embarcan o llegan migrantes ilegales y las rutas,
empresas y medios de transporte que emplean las organizacio-
nes delictivas, a fin de combatirlas.

n Fortalecer los controles en las fronteras.
n Capacitar a los funcionarios de inmigración sobre cómo tratar a

los migrantes y adelantarse a los contrabandistas.
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El segundo protocolo es particularmente importante debido a
que no se había antes tipificado el delito de tráfico de personas en un
convenio internacional. El problema es sumamente grave pues se ha
visto en todos los continentes como cientos de personas arriesgan y
pierden sus vidas en los intentos por ingresar a los países industrializa-
dos de manera ilegal. Quienes organizan estas travesías, por medios de
transporte precarios y cargados de peligro, lucran a expensas de las vi-
das de personas desesperadas por llegar a como de lugar a las socieda-
des económicamente aventajadas. Un incontable número de ecuatoria-
nos han caído víctimas de estos explotadores. La comunidad internacio-
nal, a través del protocolo, ha querido hacer frente a este delito.

También la Organización Internacional de Trabajo (OIT) jugó un
preponderante papel de protección en este campo. El Convenio 97 so-
bre los Trabajadores Migrantes (1947) establece las condiciones de em-
pleo, derechos en cuanto a remuneración, horas de trabajo, vacaciones
pagadas, vivienda, etc. El instrumento obliga a sus Estados Partes a apli-
car a los inmigrantes en su territorio el mismo trato que a sus propios
nacionales en cuanto a derechos elementales. Hasta el momento sólo
42 países lo han ratificado, entre estos Ecuador. Lamentablemente Ale-
mania, Francia, Países Bajos y España, países con numerosas comunida-
des de migrantes, no lo han hecho aún.

En 1975 la OIT aprobó el Convenio 143 “Sobre las migraciones
en condiciones abusivas y la promoción de la igualdad de oportunida-
des y de trato de los trabajadores migratorios” (Disposiciones Comple-
mentarias al Convenio 97 de 1947). Este instrumento pone especial én-
fasis en la protección de los trabajadores migrantes contra abusos y ase-
gura a estos un trato jurídico equitativo frente a los demás ciudadanos
del país que los acoge. Vale anotar que es el primer tratado de esta ín-
dole que se refiere a los derechos culturales del trabajador migrante y
su familia, pues reconoce que este debe “preservar su identidad nacio-
nal y étnica, así como sus vínculos culturales con su país de origen, in-
cluyendo la posibilidad de que sus hijos reciban enseñanza en su len-
gua materna” (art. 12). Sólo 18 países han ratificado. En América Latina,
únicamente lo ha hecho Venezuela. En Europa, Italia, Portugal y Suecia.

Otros Mecanismos Jurídicos Internacionales de Protección

La aplicación de los tratados de derechos humanos es supervisa-
da por sus correspondientes comités de expertos, conocidos como “ór-
ganos de vigilancia de los tratados”. Estos órganos están integrados por
miembros independientes e imparciales elegidos por los gobiernos de
los Estados Partes en el tratado en cuestión.
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En la actualidad, existen siete órganos de vigilancia de los trata-
dos: el Comité contra la Tortura; el Comité para la Eliminación de la Dis-
criminación contra la Mujer; el Comité para la Eliminación de la Discri-
minación Racial; Comité de los Derechos del Niño; el Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales; el Comité de Derechos Huma-
nos; y el recientemente creado Comité para la Protección de los Dere-
chos de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares. Estos
cumplen dos funciones principales: realizar un examen de los informes
iniciales y periódicos presentados por los Estados Partes, relativos a la
aplicación de las disposiciones del tratado que corresponda; y, exami-
nar los casos concretos que les sean sometidos. Las observaciones ge-
nerales de estos comités generan derecho internacional en materia de
derechos humanos.

En 1999 la Comisión de Derechos Humanos, mediante resolución
número 1999/44, decidió nombrar un Relator Especial sobre los Dere-
chos Humanos de los Migrantes para vigilar por la protección de los de-
rechos humanos de este grupo vulnerable, recoger información y reco-
mendar a la Comisión medios para impedir la violación de sus dere-
chos. El puesto lo ocupa actualmente la señora Gabriela Rodríguez Pi-
zarro (Costa Rica).

Con la creación del puesto y el nombramiento de la experta, la
Comisión dio un paso importante para la protección de los migrantes.
Estos hechos son un nuevo reconocimiento de la preocupación que
existe a nivel mundial por el fenómeno migratorio. La ventaja de tener
a una experta independiente ocupándose del asunto es que puede ac-
tuar rápida y directamente en países donde existe preocupación por el
bienestar de los migrantes. No hace falta, por ejemplo, que dichos paí-
ses hayan suscrito los convenios relativos a los migrantes para que la
Relatora se traslade al lugar y lleve a cabo sus consultas e investigacio-
nes pues es suficiente una simple invitación oficial. La experta puede
elaborar su propia agenda y enfocarla sobre temas que no necesaria-
mente sean los que más preocupen a las autoridades del país siendo
examinado. Su mandato da voz a personas y grupos cuyas preocupa-
ciones quizá no están siendo tomadas en cuenta. Sus recomendaciones
las presenta mediante un informe público ante los miembros de la Co-
misión de Derechos Humanos, y aunque éstas no tienen carácter obli-
gatorio, no dejan de tener un valor moral que sirve para que los gobier-
nos tomen medidas correctivas o sean más sensibles a los intereses y
las peticiones de los migrantes, tanto en los países de los cuales migra-
ron como los países receptores.
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Del 5 al 16 de noviembre de 2002, la Relatora Especial realizó
una misión especial al Ecuador durante la cual se entrevistó con autori-
dades del Gobierno Nacional y representantes de la Sociedad Civil pa-
ra analizar la situación en Ecuador en relación con el mandato que le
otorgó la Comisión de Derechos Humanos de la ONU6. Lamentable-
mente, por parte de las autoridades nacionales no ha existido un segui-
miento apropiado a las recomendaciones de la experta. Hasta el mo-
mento resulta difícil determinar en qué medida las sugerencias de la Re-
latora han sido acogidas, procesadas y puestas en práctica. Para un te-
ma de tanta trascendencia para el Ecuador, la protección internacional
de los migrantes, no es suficiente dar apoyo moral y hacer declaracio-
nes sino que deben tomarse acciones concretas que den muestras de
seriedad tanto a los organismos internacionales como a la comunidad
de migrantes en el extranjero y sus familias.

Una de las dificultades que enfrenta la Relatora sobre los Dere-
chos Humanos de los Migrantes es que, al igual que otros Relatores
de la Comisión, tiene un mandato demasiado vasto y sus recursos son
insuficientes. Los desafíos de la problemática de la migración interna-
cional son de tal magnitud que todo un equipo de juristas e investiga-
dores internacionales difícilmente podrían enfrentarlos adecuadamen-
te. La parte positiva es que este mecanismo, la figura del Relator Es-
pecial, es un importante avance jurídico y político que a veces aporta
soluciones y respuestas prácticas y no sólo teóricas. Será importante
que la Organización de las Naciones Unidas apoye más a esta figura
pero más que la ONU, la deben respaldar los Estados Miembros y en
especial el Ecuador.

Un importante esfuerzo colectivo internacional para proteger al
migrante se reflejó en la “Conferencia contra el Racismo, la Discrimina-
ción Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia”, convo-
cada por la Asamblea General de la ONU en 1997, que tuvo lugar en
Durban, Sudáfrica en el año 2001. La reunión pidió a los Estados y a la
Sociedad Civil tomar las siguientes medidas en favor del migrante:

n Luchar contra manifestaciones racistas y xenofóbicas.
n Promover y proteger los derechos humanos de los migrantes.
n Promover la educación sobre los derechos humanos de los mi-

grantes.
n Facilitar la reunión de las familias de los migrantes.
n Revisar y modificar leyes, políticas y procedimientos de inmigra-

ción eliminando elementos de discriminación racial.
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n Fomentar el respeto a la diversidad cultural de la migración in-
ternacional.

n Garantizar los derechos de los migrantes detenidos por las auto-
ridades públicas y que sean tratados en forma digna y no discri-
minatoria.

n Promover el reconocimiento de las credenciales educacionales,
profesionales y técnicas de los migrantes con miras a aumentar
al máximo su contribución a sus nuevos Estados de residencia.

n Asegurar sueldos justos y remuneración equitativa por trabajo de
igual valor y el derecho a seguridad en caso de desempleo, en-
fermedad, discapacidad, viudedad o vejez.

n Garantizar acceso a la seguridad social, educación, atención sa-
nitaria, y respeto a la identidad cultural del migrante.

n Prestar especial atención a las cuestiones de género, en especial
la discriminación sexual7.

Se criticó a la Conferencia por un exceso de debates marginales,
en momentos ajenos a sus objetivos principales: la reparación de la es-
clavitud, condena al Estado de Israel, en cuanto se asimila el sionismo
y racismo, etc. pero la reunión no dejó de ser una importante y nece-
saria referencia moral que mantiene vigente el debate internacional so-
bre la urgente tarea de combatir el racismo, lo que para los fines del
presente estudio, ciertamente concierne a los intereses del migrante.

POSICIONES NACIONALES Y POLÍTICAS DE LOS GOBIERNOS Y
ACTORES CONTRAPARTES DE LA MIGRACIÓN ECUATORIANA Y
LA NORMATIVA INTERNACIONAL DE DERECHOS HUMANOS

n Los países receptores: Estados Unidos, España, Italia.
n Fenómenos económicos en Europa que motivan el empleo de

una mano de obra barata.
n Las restricciones por seguridad en el mundo post 11 de septiem-

bre 2001.
n Europa y la xenofobia. El atentado en Madrid de 11-M.

Hasta finales de la década de los años 90, la mayoría de los mi-
grantes ecuatorianos, legales e ilegales, fijaban como destino los Esta-
dos Unidos de Norteamérica. Según el Censo de ese país correspon-
diente al año 2000, el número de personas de origen ecuatoriano cre-
ció de 191.198 (1990) a 257.760 (2000) (Jokisch, 2001:59-84). Estas ci-
fras no son completamente precisas pues no incluyen a los ecuatoria-
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nos cuyo estatus migratorio no es legal ni aquellos que dividen su tiem-
po de residencia entre Estados Unidos y el Ecuador (ibid).

Luego de los acontecimientos del 11 de septiembre de 2001 y
aún antes, ha surgido resistencia a la migración legal e ilegal en los Es-
tados Unidos. Recordemos que quienes perpetraron los ataques fueron
todos extranjeros. La población en general observa a la migración con
sospecha y desdén y apoya acciones gubernamentales tendientes a res-
tringir el ingreso de migrantes, legales o ilegales, a quienes, en casos
extremos, ven como potenciales terroristas, rivales para puestos de em-
pleo y fuente del comercio ilícito de drogas. Cabe señalar sin embar-
go, que entre la propia sociedad norteamericana hay divergencias en
la manera de percibir el fenómeno. Una encuesta del año 2002, reali-
zada por el Chicago Council on Foreign Relations, sugiere que el 60%
de la población en general considera que los niveles de migración en
los Estados Unidos constituye “una amenaza crítica a los intereses pri-
mordiales” de ese país, opinión que es compartida por apenas el 14%
de las élites (Beck, Camarota, 2002). Es probable que esas élites, per-
sonas con mayores niveles de educación e ingresos económicos, reali-
zan trabajos y actividad económicas menos susceptibles de ser afecta-
das por la clase migrante(ibid).

Aún antes de los ataques terroristas a los Estados Unidos en sep-
tiembre de 2001, las tendencias migratorias de los ecuatorianos comen-
zó a cambiar. La nueva emigración ecuatoriana se vio modificada de
manera trascendental: sus lugares de destino se transformaron súbita-
mente en España e Italia. El número de migrantes que se dirigieron ha-
cia España pasó de ser menos de 11.000 en 1997 a casi 125.000 en el
año 2000, según la Dirección General de la Policía española (Jokis-
ch,op.cit:13).

Múltiples razones explican la nueva tendencia. Para comenzar no
se requería visa y el viaje a España o Italia significaba evitar los consi-
derables y peligrosos obstáculos para atravesar la frontera estadouni-
dense, reforzada aún más luego de los atentados terroristas de 11 de
septiembre. Las diferencias salariales entre Ecuador y esos países tam-
bién activó el flujo migratorio para llenar la demanda de mano de obra
de baja remuneración tanto para trabajo doméstico como agrícola. Ob-
viar la barrera idiomática, completamente en el caso de España y par-
cialmente en cuanto a Italia, también sirvió de aliciente para este nue-
vo grupo de migrantes. Esta es la razón por la cual Francia, ubicada en-
tre España e Italia, ha sido el destino de un número relativamente me-
nor de migrantes ecuatorianos en relación con sus vecinos8. Además, la
apertura de las fronteras de los países de la Unión Europea facilita a los
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migrantes, como nunca antes, el tránsito en el territorio comunitario
pues era suficiente entrar en calidad de turista.

La llegada de los migrantes coincide con la evolución de las eco-
nomías europeas que conforme se industrializan más y crecen los sec-
tores de servicios, requieren mano de obra barata para atender tareas
anteriormente realizadas por la población local. En España, por ejem-
plo, la masiva incorporación de la mujer en el mercado laboral ha he-
cho que las tareas del hogar hoy se lleven a cabo a través de la abun-
dante oferta de mano de obra que propone la migración extranjera, en
particular el contingente femenino (Pujadas, Massal, 2002).

En el caso de España, también incidía en la decisión de los mi-
grantes ecuatorianos el hecho que existía cierto marco legal y jurídico
como por ejemplo el Convenio de Doble Nacionalidad Hispano-Ecua-
toriano de 22 de diciembre de 1964, el Canje de Notas de 30 de octu-
bre de 1963 por el que se suprimen los visados de estancia entre Ecua-
dor y España y los artículos 17 a 28 del Código Civil Español, que faci-
lita al ecuatoriano el acceso a la nacionalidad española con dos años de
residencia legal en ese país (Gómez Ciriano, 2001). 

Pero, el 23 de enero de 2001 entró en vigencia la Ley 8/2000 me-
diante la cual el Gobierno español dejó de admitir la regularización mi-
gratoria laboral en España para todo extranjero que hubiera ingresado
en el territorio de la Unión Europea posterior a dicha fecha. Los extran-
jeros que se encontraban en esa situación y deseaban regularizar su es-
tatus migratorio estaban pues obligados a salir de España, volver a su
país de origen, obtener un contrato de trabajo por una empresa espa-
ñola y una visa de trabajo otorgada por un agente consular español en
su respectivo país. El 29 de mayo de ese mismo año, los Gobiernos de
Ecuador y España suscribieron el Acuerdo Relativo a la Regulación y
Ordenación de los Flujos Migratorios. Este fijó normas para legalizar y
regularizar los flujos migratorios entre ambos países de forma ordena-
da y coordinada y del respeto a los derechos de los migrantes y la pro-
moción del retorno en dignidad. Sin embargo, la ola migratoria que vi-
ve España sin duda contribuyó para que en 2003, el Gobierno de ese
país empiece a exigir a los ecuatorianos que deseen ingresar a territo-
rio español un visado para permanecer por un período de corta dura-
ción, es decir 3 meses.

La política migratoria española está dictada por los acuerdos la-
borales que mantiene España con los países de origen, su política de
control de fronteras y lucha contra el tráfico ilícito de personas y de dro-
gas, y la política común europea, como por ejemplo la exigencia de vi-
sado a los nacionales de países extracomunitarios9. España ha ratifica-
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do casi todos los principales instrumentos internacionales de derechos
humanos a excepción de la Convención internacional sobre la protec-
ción de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus fa-
miliares10.

Por otra parte, España también ha conocido los efectos negativos
de las actividades que lamentablemente acompañan a la migración ile-
gal. Por tanto, el 13 de diciembre de 2000, firmó en Palermo el Proto-
colo contra el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire, que com-
plementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia
Organizada Transnacional11.

La xenofobia se ha manifestado en varios países de Europa, en-
tre ellos España e Italia que albergan importantes comunidades de mi-
grantes latinoamericanos. Elementos dentro de los movimientos xenó-
fobos han pretendido vincular el aparecimiento o crecimiento de pro-
blemas sociales en esos países, como el desempleo, la violencia y la de-
lincuencia, con la creciente migración de extranjeros. El mismo ex-Pre-
sidente español José María Aznar llegó a afirmar, equivocadamente, que
durante el primer trimestre de 2002, el 89% de los presos preventivos
eran inmigrantes. La verdadera cifra fue de 28% (Pujadas,Massal,op.cit).
Estos hechos naturalmente han provocado actitudes de resistencia y ma-
yores dificultades para los migrantes. Esta posición se ha endurecido en
el marco de la llamada cruzada contra el terrorismo.

En Madrid, el 11 de marzo de 2004, en plena hora punta, estalla-
ron varios explosivos al interior de un tren en la estación de Atocha. El
balance, estremecedor, fue de 190 muertos y alrededor de 1.500 heri-
dos. Luego de las investigaciones respectivas, se pudo conocer que los
responsables eran originarios de Marruecos e India, simpatizantes del
movimiento terrorista islámico Al-Queda y contrarios a la participación
de España en la guerra en Irak. El hecho de que los terroristas fuesen
extranjeros ciertamente contribuyó para alimentar los sentimientos xe-
nófobos entre la población española, aunque la mayoría de estos están
dedicados a las comunidades musulmanas al interior del territorio espa-
ñol. No obstante, la xenofobia seguirá siendo un elemento desafortuna-
do que obligadamente deben enfrentar los migrantes de todo origen re-
sidentes en ese país.

Italia, un país con alrededor de 8.000 kilómetros de costa, en el
centro de Europa, atrae grandes cantidades de migrantes ilegales, la ma-
yoría del norte de África y Europa Central. Según la agencia católica de
asistencia social Caritas, hay en ese país alrededor de 1 millón de mi-
grante ilegales. Lamentablemente, un grupo minoritario entre ellos par-
ticipan en actividades ilícitas vinculadas al robo, el tráfico de drogas y
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la prostitución lo que despierta resistencia entre los sectores xenófobos
de la derecha italiana quienes propician leyes y políticas en contra de
la migración. En julio de 2002 se aprobó la ley “Bossi-Fini”, auspiciada
por políticos del una coalición conservadora conocida como la “Liga del
Norte”12. Si bien es cierto que la migración ecuatoriana en Italia se de-
dica a actividades laborales relacionadas con tareas domésticas, la agri-
cultura, la mano de obra industrial, el cuidado de niños y ancianos, etc.
y por lo general observa una conducta ejemplar, no puede considerar-
se exenta de los sentimientos xenófobos que profesan algunos elemen-
tos de la sociedad italiana.

ACCIÓN INTERNACIONAL DEL ECUADOR

¿Cuáles han sido las acciones de la política exterior ecuatoriana con res-
pecto a los principales instrumentos internacionales y los órganos de Na-
ciones Unidas?

A través de sus representaciones diplomáticas ante las Naciones
Unidas, tanto en Nueva York como en Ginebra, el Ecuador ha respal-
dado la diversa normativa para la protección de los derechos funda-
mentales de las personas, que ciertamente incluye la defensa de los de-
rechos de trabajadores migratorios. Sin embargo la diplomacia ecuato-
riana podría jugar un papel de mayor dinamismo, liderando acciones,
antes que siguiéndolas, en temas que son de interés primordial para el
país, como es el caso de la protección internacional de los migrantes.
En 1993, desempeñó un papel de liderazgo cuando el Representante
Permanente del Ecuador ante la ONU (Nueva York) presidió el grupo
de trabajo de la Asamblea General que estableció el puesto de Alto Co-
misionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, cargo
que luego ocupó el ecuatoriano José Ayala Lasso (Rosenberg, 2004).

Ecuador es parte de los principales instrumentos multilaterales
como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto In-
ternacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Conven-
ción Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discri-
minación Racial, la Convención sobre la Eliminación de Todas las For-
mas de Discriminación contra la Mujer y, más recientemente, la Con-
vención Internacional sobre la Protección de los Derechos de todos los
Trabajadores Migratorios y de sus Familiares. Suscribió dichos acuerdos
y participó en la elaboración de varios de los citados instrumentos. Al
comprometerse con el contenido de estos acuerdos internacionales, el
Ecuador ha debido tomar las acciones legales y prácticas internas para
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que estas estén en armonía con dichos convenios. Lamentablemente, el
proceso de actualización de la legislación interna continúa incompleto
por lo que es necesario emprender un trabajo serio de sintonización con
el derecho internacional reconocido por el Ecuador. Según estipulan los
propios instrumentos, periódicamente ha debido presentar un informe
completo sobre la aplicación de los mismos. Esto muchas veces ha re-
querido un proceso consultivo y de concertación con las diversas ins-
tancias internas del país y con representantes de la sociedad civil a fin
de que la información suministrada refleje no sólo la posición oficial si-
no la opinión de quienes viven la realidad del grupo o los grupos cu-
yos derechos tienen por objeto proteger. En demasiadas ocasiones, el
Ecuador ha demorado la preparación y presentación de sus informes,
de conformidad con lo que exigen los instrumentos. Asimismo, ha sido
deficiente en el cumplimiento de los mismos y en dar seguimiento a las
recomendaciones que emanan de los comités de expertos de derechos
humanos que revisan los informes nacionales. El autor formula estas crí-
ticas con el sano deseo de que el país afine sus modos de enfrentar las
obligaciones que ha asumido frente a la comunidad de naciones, las
mismas que van en beneficio de su propia población.

Cada uno de estos acuerdos internacionales tiene un comité de
seguimiento integrado por expertos, elegidos por los Estados Partes de
las respectivas convenciones. Una prueba del interés del Ecuador por
el eficaz cumplimiento de las disposiciones contenidas en esta legisla-
ción internacional es el hecho que todos los Comités mencionados
han contado con la presencia de prestigiosos expertos ecuatorianos13.
Aunque todos ellos actúan de manera independiente, que es lo correc-
to, es también cierto que varios están o han estado vinculados a la di-
plomacia ecuatoriana lo que de cierta manera refuerza el interés y el
compromiso de ésta para asegurar el buen cumplimiento de los con-
venios. También pone en evidencia la estrecha relación que ha tenido
el Servicio Exterior ecuatoriano con la promoción y defensa de los de-
rechos humanos.

La Declaración y Plan de Acción de Viena de 1993, adoptada du-
rante la Conferencia Mundial de Derechos Humanos del mismo año, re-
comendó a los Estados formular planes y programas nacionales de ac-
ción para la promoción y protección de los derechos humanos. En 1998,
el Ecuador adoptó como política de Estado, el Plan Nacional de Dere-
chos Humanos14. Esta acción y la posterior aplicación del Plan, lidera-
da por la Cancillería ecuatoriana, fue una muestra del auténtico interés
que tiene el país por desarrollar una cultura de derechos humanos en
el país y de asegurar el cumplimiento de la amplia normativa que exis-
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te en este campo. En 1998, antes de su aprobación por parte del Presi-
dente de la República, el Plan fue concertado con los representantes de
los diversos órganos del Estado y, sobre todo, con la Sociedad Civil
ecuatoriana que en todo momento conoció y aportó sus ideas durante
su proceso de elaboración. Probablemente pocos países en América La-
tina han tenido un proyecto en derechos humanos tan abierto como el
Plan Nacional ecuatoriano. Es justo destacar que el trabajo de hacer rea-
lidad el Plan y de obtener apoyo para su puesta en marcha fue la labor
de varios actores de la diplomacia ecuatoriana, tanto en la Cancillería
como en la Representación Permanente ante la ONU en Ginebra.

El Plan Nacional tiene por objeto el desarrollo legislativo de los
derechos humanos y el mérito de haber logrado que tanto el Estado co-
mo la Sociedad Civil colaboren en la puesta en marcha de los Planes
Operativos Sectoriales para cumplir con los principales objetivos de es-
ta iniciativa cuya vigencia, difusión e implementación en el país es de
largo plazo. Han transcurrido seis años de que el Plan Nacional fue
aprobado como Política de Estado por Decreto Ejecutivo. Durante este
tiempo ha recibido apoyo internacional para su puesta en marcha, a tra-
vés de las Naciones Unidas. No obstante, existen elementos entre la So-
ciedad Civil que estiman que el Plan requiere una urgente revisión15.
Son opiniones válidas que deben ser tomadas en cuenta si es que el
Plan ha de tener auténtica vigencia y credibilidad en el país.

La Asamblea General de las Naciones Unidas, en Nueva York, ha
aprobado desde 1999 la resolución titulada “Protección de los Migran-
tes”, la misma que ha sido copatrocinada y apoyada por el Ecuador en
cada ocasión posterior:

n 58/190 Aprobada 22 diciembre 2003
n 57/218 Aprobada 18 diciembre 2002
n 56/170 Aprobada 19 diciembre 2001
n 55/92 Aprobada 4 diciembre 2000
n 54/166 Aprobada 17 diciembre 1999

La resolución pide a los Estados:

n Promover y proteger los derechos fundamentales de todos los
migrantes, en particular de las mujeres y los niños.

n Capacitar a los funcionarios que tienen que ver con asuntos mi-
gratorios a fin de eliminar prácticas que victimizan a migrantes y
sus familias.
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n Someter a la justicia casos de violaciones de leyes laborales con
respecto a las condiciones de trabajo de los migrantes.

n Poner término a la detención y aprehensión arbitraria de migran-
tes, incluso por individuos o grupos.

n Promulgar leyes contra el tráfico internacional de migrantes.
n Facilitar la reunificación familiar.
n Promover y proteger los derechos humanos de las familias de los

trabajadores migrantes en los países de origen.
n Eliminar obstáculos a la transferencia de ingresos, bienes y pen-

siones de los migrantes a sus países de origen o cualquier país.
n Emprender campañas de información, junto con ONGs, para ex-

plicar las oportunidades, limitaciones y los derechos que entraña
la migración para impedir que se vuelvan víctimas de abusos.

De la misma manera, la Asamblea ha aprobado cada año la reso-
lución titulada “La Convención Internacional sobre la protección de los
derechos de los trabajadores migratorios y de sus familiares” que ha
contado siempre con el auspicio de la delegación ecuatoriana en Nue-
va York. La resolución, entre otras cosas, destaca “la importancia de
crear y promover condiciones que fomenten una mayor armonía y to-
lerancia entre los trabajadores migratorios y el resto de la sociedad del
Estado en que residen, a fin de eliminar las crecientes manifestaciones
de racismo y xenofobia dirigida contra los trabajadores migratorios por
individuos y grupos de ciertos sectores de muchas sociedades”.

El órgano de Naciones Unidas que más ha contribuido para ade-
lantar la aprobación y puesta en marcha de legislación internacional pa-
ra la promoción y protección de los derechos fundamentales del hom-
bre es la Comisión de Derechos Humanos que se reúne anualmente en
Ginebra. El Ecuador ha integrado éste en varias ocasiones y realizado
una valiosa actuación en la defensa de los derechos de los trabajadores
migratorios.

Durante la 55ª. sesión de la Comisión de Derechos Humanos, el
Ecuador jugó un papel destacado en la promoción de la resolución nú-
mero 2002/59 titulada “Protección de los Migrantes y Sus Familias”. La
delegación ecuatoriana propuso el proyecto de resolución, lideró su ne-
gociación y condujo los esfuerzos multilaterales que consiguieron que
ésta fuese aprobada por unanimidad el 25 de abril de 2002.

Entre los puntos más importantes de la resolución, se pide a los
Estados: facilitar la reunificación de las familias de los migrantes; brin-
dar protección a las familias de los trabajadores migrantes que perma-
necen en los países de origen, especialmente los niños y adolescentes;
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facilitar la transferencia rápida de ingresos, bienes y pensiones de los
migrantes a sus países de origen; brindar especial atención a las perso-
nas víctimas de explotación y objeto de trata; someter a juicio a quie-
nes violan las leyes laborales con respecto de los trabajadores migran-
tes; acabar con la impunidad de quienes cometen actos xenófobos y ra-
cistas dirigidos a migrantes; impedir la violación de los derechos huma-
nos de migrantes en tránsito en puertos, aeropuertos, fronteras y pun-
tos de control de la migración.

El protagonismo y la dedicación de la Misión ecuatoriana en Gi-
nebra para conseguir la aprobación de la resolución obedece al hecho
que la protección de los migrantes se ha convertido en un eje de la nue-
va política exterior del Ecuador. La Comisión es uno de los foros más
idóneos para atraer atención a la importancia del tema y obtener un
consenso internacional con respecto a los pasos que se deben dar pa-
ra asegurar que se respeten los derechos a este importante grupo de
personas y se sancionen a los que explotan o abusan de ellos.

EVALUACIÓN

¿Cuáles son las instancias que existen para que el Ecuador afronte el fe-
nómeno migratorio actual en el campo internacional? Ministerio de Re-
laciones Exteriores y las Embajadas y Consulados ecuatorianos. La De-
fensoría del Pueblo. Las ONGs. Existen vacíos jurídicos e institucionales?
Cómo se los puede llenar?

Como se señaló anteriormente, en 1998 el Ecuador aprobó el
“Plan Nacional de Derechos Humanos”. En lo que respecta a los dere-
chos de los migrantes, este recoge la propuesta de la Sociedad Civil y
del Estado, acordada en un “Plan Operativo de los Derechos Humanos
de los Migrantes” que contiene los siguientes elementos: la protección
integral de los derechos humanos del migrante en el país de residencia
y en el país de origen; la promoción de valores nacionales en el exte-
rior; fortalecer los Consulados ecuatorianos; facilidades de retorno para
migrantes; medidas legislativas y administrativas para el combate del trá-
fico ilegal de personas; capacitación, difusión y sensibilización de los de-
rechos humanos de los migrantes a nivel de funcionarios públicos, or-
ganizaciones de derechos humanos y en la comunidad en general; pro-
tección de los derechos de las familias de los migrantes; reforma de pro-
gramas de estudio que incluya los derechos humanos de los migrantes.
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Desafortunadamente el Plan Operativo aún no se ha adoptado
por lo que resulta indispensable que la Cancillería impulse su puesta en
marcha, haciéndolo, como en el caso de los demás Planes Operativos
del Plan Nacional de Derechos Humanos, en consulta con las respecti-
vas instancias del Estado y con los representantes de la Sociedad Civil16.

Vale destacar la valiosa tarea que ha cumplido la Sociedad Civil
a favor de los migrantes, a través de asociaciones de migrantes, organi-
zaciones indígenas, sociales y campesinas, instituciones académicas y la
misma Iglesia. Estos agrupamientos, la mayoría Organizaciones No Gu-
bernamentales, han encontrado vías de diálogo con el Estado ecuatoria-
no para elaborar el Plan Sectorial en mención, y este proceso de con-
certación fue valorado positivamente por parte de la Relatora Especial
para los Derechos Humanos de los Migrantes nombrada por la Comi-
sión de Derechos Humanos de la ONU17.

Una importante reforma a la Constitución Política ecuatoriana de
1998 fue establecer el puesto de Defensor del Pueblo18. Esta institución
se ha venido ocupando de la defensa de los derechos fundamentales de
la ciudadanía. Uno de sus temas prioritarios ha sido la protección de los
migrantes ecuatorianos y en este sentido en 2001 estableció la Dirección
Nacional de la Defensa de los Derechos de los Migrantes. Una de las
iniciativas para llevar a cabo este trabajo ha sido la creación de oficinas
en el exterior, en ciudades donde existen importantes comunidades
ecuatorianas como Madrid, Murcia, Nueva York y Los Angeles. Si bien
este proyecto tiene la buena intención de apoyar al migrante ecuatoria-
no, se enfrenta al impedimento jurídico que tendría para operar en el
extranjero toda vez que la función compete al servicio diplomático y
consular ecuatoriano. Quizá donde mejor podría la Defensoría contri-
buir para el bienestar de los migrantes es en la prevención de los abu-
sos a los que son sometidos tanto ellos como sus familias, en las diver-
sas etapas de la gestión migratoria, legal e ilegal. Fundamental para es-
ta tarea es la lucha contra las redes coyoteras.

¿Ha existido una acción de las mencionadas instancias en el ám-
bito multilateral? Sería importante abrir espacios a cada uno de estos ac-
tores nacionales que actúan en la defensa nacional e internacional del
migrante para participar en actividades multilaterales vinculadas a la
protección y promoción del bienestar de la migración ecuatoriana, lo
que vendría a apoyar los esfuerzos que en ese campo ha venido cum-
pliendo la diplomacia ecuatoriana. Se podría pensar en un mecanismo
de consulta convocado por el Ministerio de Relaciones Exteriores, que
reuniría representantes de los diversos sectores de la sociedad civil, pa-
ra dialogar y recoger criterios que servirían de elementos para la elabo-
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ración de los lineamientos de la política multilateral ecuatoriana a ser
expuesta y ejecutada en los diversos foros internacionales. Podría tener
la forma de una “Junta Consultiva” o seguir el formato que opera para
la aplicación del Plan Nacional de Derechos Humanos.

PROPUESTAS DE POLÍTICA EXTERIOR

¿Cómo lograr una mejor gestión diplomática ecuatoriana para enfrentar
el fenómeno de la migración en las instancias internacionales? Diseño
de estrategias. ¿Cuál sería la mejor manera de que la diplomacia ecua-
toriana se apoye en la normativa internacional creada para la protec-
ción de los migrantes? Análisis comparativo (pros y contras) de las pro-
puestas formuladas.

Conclusiones y Recomendaciones

La Diplomacia ecuatoriana, en su gestión multilateral, debe reconocer al
fenómeno migratorio como uno de los temas principales de la agenda in-
ternacional del Ecuador

Para conseguir una mejor gestión diplomática en favor de la co-
munidad de los migrantes ecuatorianos en el exterior19, es ante todo
necesario que el fenómeno de la migración ecuatoriana se lo perciba
por parte de la diplomacia ecuatoriana como uno de los principales te-
mas de la agenda internacional del país y valorado como tal en cuanto
que éste tiene considerable relevancia para el desarrollo nacional. Tan-
to los cursos de formación como los de actualización de la Academia
Diplomática deberían estudiar el fenómeno y entender las repercusio-
nes económicas y sociológicas para el país. Hay que capacitar a los di-
plomáticos, nuevos y experimentados, sobre los derechos de los mi-
grantes, extranjeros y refugiados y cómo actuar en defensa de sus con-
ciudadanos en el exterior. La formación debe promover valores como
la tolerancia, la no-discriminación, el respeto a la identidad cultural y
un conocimiento adecuado de los derechos y deberes incluidos en las
leyes nacionales e internacionales.

Entre la diplomacia ecuatoriana hay que despejar actitudes en al-
gunos casos indiferentes y en otros discriminatorias, que felizmente son
la excepción, con respecto al fenómeno de la migración. Quienes tene-
mos el privilegio de servir y representar al país a través de la función
diplomática o consular, debemos ser personas sensibles a la causa del
migrante ecuatoriano. Existe una obligación moral de tratar de com-
prender tanto las razones que provocaron su salida del país como la
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dramática situación que muchos se ven forzados a vivir en el extranje-
ro. Los cónsules y las cónsules, que ciertamente ejercen funciones deli-
cadas y difíciles, deben actuar con compasión, paciencia y empatía. No
por el hecho de que muchos migrantes pertenecen a grupos sociales
menos aventajados, o provienen de regiones o clases étnicas diferentes
a las del funcionario o la funcionaria, deben estos asumir frente a sus
conciudadanos, frontal o solapadamente, poses atávicas o paternalistas.

De la misma manera, los funcionarios designados para servir en
las misiones ecuatorianas ante los organismos internacionales deben
contar con sólidos conocimientos en materia multilateral y de derechos
humanos y poseer, además de títulos académicos y dominio de idiomas
extranjeros, cualidades humanas que les permitan sentir auténtica soli-
daridad con su compatriotas migrantes lo que les permitirá cumplir me-
jor su gestión diplomática y evitará que ésta sea simplemente un ejerci-
cio intelectual.

Reforzar el Servicio Consular Ecuatoriano

La Ley Orgánica del Servicio Exterior Ecuatoriano señala que una
de las funciones principales de las oficinas consulares es “Proteger,
dentro de su circunscripción, los derechos e intereses de la República
y los de los ecuatorianos, sean personas naturales o jurídicas, sujetán-
dose en esto a las limitaciones permitidas por la ley, los tratados y el
derecho internacional”20. El Reglamento de las Oficinas Consulares dic-
tado por el Ministerio de Relaciones Exteriores del Ecuador agrega que
también son atribuciones y deberes de los funcionarios consulares
“prestar apoyo y protección a los ecuatorianos residentes en el territo-
rio de su circunscripción cuando lo requieran y lo soliciten” y “velar
atentamente por todo cuanto se relacione con los intereses ecuatoria-
nos en el extranjero”21.

Es necesario que el agente consular ecuatoriano posee un buen
conocimiento de lo que dispone el derecho internacional, en particular
las convenciones multilaterales en materia de defensa de los derechos
del migrante. Debe estar muy familiarizado con la política del Estado,
donde se encuentra su jurisdicción en cuanto a las obligaciones de és-
te frente a los convenios internacionales y demás instrumentos que ga-
rantizan los derechos de los ecuatorianos en ese territorio. Debería es-
tar en capacidad de alertar tanto a la Embajada del Ecuador en el país
anfitrión como a la Cancillería ecuatoriana sobre casos y situaciones que
no se sujeten a las obligaciones internacionales que ha contraído el Es-
tado receptor y que podrían perjudicar los intereses de los ecuatorianos
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residentes dentro de su jurisdicción. Esta valiosa información sería de
mucha utilidad para la gestión diplomática del Ecuador, en particular en
los foros multilaterales.

En esta misma línea, a nivel bilateral, hay que reforzar la acción
consular ecuatoriana en los principales países de destino para la migra-
ción, lo que significa el envío de los cuadros más idóneos del personal
diplomático y administrativo del Ministerio de Relaciones Exteriores, so-
bre todo aquellos expertos o instruidos en la compleja y delicada temá-
tica consular. Naturalmente, las oficinas deberán estar provistas de las
herramientas de trabajo necesarias para ejecutar con eficiencia y rapi-
dez la importante tarea de atender y defender los intereses de los ecua-
torianos residentes fuera del país. Argumentos contrarios a este proyec-
to podrían incluir los altos costos que siempre supone el mantenimien-
to de una oficina consular. En dicho Ministerio no faltarán consideracio-
nes de carácter presupuestarias, que a no dudarlo son importantes, y
que desaconsejen esta iniciativa. Por otro lado, y para hacer efectiva la
propuesta, se podrían buscar los recursos necesarios de las asignacio-
nes presupuestarias designadas para otras misiones diplomáticas de me-
nor prioridad para los intereses del país o simplemente realizar un aná-
lisis profundo que permita obtener una racional distribución de los re-
cursos en relación con los temas de mayor prioridad.

Deben continuar y perfeccionarse aún más las acciones empren-
didas por la Cancillería ecuatoriana para evitar la falsificación de pasa-
portes y documentos de viaje que podrían servir para facilitar el tránsi-
to ilegal de personas.

Activar a la diplomacia bilateral en favor de la causa del migrante
ecuatoriano

También conviene que la diplomacia ecuatoriana exhorte a los
países que no lo hayan hecho, especialmente aquellos donde residen
migrantes ecuatorianos, la ratificación de los diversos instrumentos in-
ternacionales, como los antes citados, que protegen los derechos de es-
te grupo colectivo particularmente vulnerable. El servicio diplomático y
consular ecuatoriano debe además cumplir un trabajo de información,
a nivel del Gobierno y de la sociedad del país donde se encuentra acre-
ditado, sobre el verdadero aporte que realiza la comunidad migrante
ecuatoriana. Es fundamental suministrar datos y ofrecer argumentos só-
lidos, que abundan, para comprobar que los migrantes antes que repre-
sentar una carga para el Estado receptor contribuyen a su economía y
bienestar. Por ejemplo, España tiene una sociedad que está envejecien-
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do ya que ha disminuido la natalidad y aumentado la esperanza de vi-
da en ese país.

Si no hay aportes de una población migrante, como por ejemplo
ahora la ecuatoriana, la población total española comenzará a descen-
der (Instituto Nacional de Consumo, 2001 :6).

La diplomacia debe convencer a las autoridades del Estado recep-
tor, que el diálogo bilateral es la mejor forma de enfrentar el fenómeno
migratorio ilegal y no las medidas unilaterales. Se debe argumentar que
más efectivo que la interdicción policial es el acuerdo mutuo entre los
dos países, pues así se pueden erradicar varias de las causas que per-
miten que prospere la migración irregular.

Una diplomacia regional

Urge una acción diplomática colectiva que reúna los esfuerzos de
los países emisores de migrantes. Para el Ecuador, sería más eficaz que
dicha gestión se la haga entre los países latinoamericanos que más com-
parten los efectos del fenómeno. Hay que pensar en la unión de voces
y acciones con México, los países de Centroamérica, Colombia y Perú.
El destacado trabajo que llevó a cabo la Misión ecuatoriana en Ginebra
para la aprobación de la resolución sobre los derechos humanos de los
migrantes es una prueba fehaciente de que el país tiene el interés, la ca-
pacidad y el poder de convocatoria para liderar, coordinar y actuar ar-
mónicamente en un proceso de negociación sobre un tema de vital im-
portancia para las sociedades de América Latina con poblaciones de mi-
grantes en el extranjero. La experiencia de Ginebra pone en evidencia
que por parte de estos países existe la voluntad política de coordinar
acciones, lo que lamentablemente no ocurre con respecto de otros te-
mas de interés mutuo. Los foros más apropiados para llevar a cabo es-
te ejercicio están en Nueva York y Ginebra, y se debe hacer con la res-
pectiva orientación desde las capitales.

Una eficaz gestión diplomática en los foros multilaterales debe
ser el reflejo de una acción que nace en el propio país. Esto quiere de-
cir que el Estado ecuatoriano y en particular el Ministerio de Relaciones
Exteriores deben ser los autores y artífices de una sólida, coherente y
suficientemente financiada política de defensa del migrante. La tarea su-
pone no sólo la enunciación de objetivos, como a través de su Plan Na-
cional, sino la planificación, ejecución y medición de resultados en ma-
teria de protección de los migrantes ecuatorianos.
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Hacer de la migración una prioridad en la acción multilateral del país

A nivel multilateral, es necesario realizar un seguimiento prolijo
a las diversas actividades de los mecanismos internacionales. Para el
efecto, las delegaciones diplomáticas ecuatorianas sea en Nueva York o
Ginebra deben permanecer atentas a la presentación de los informes
nacionales, en materia de derechos humanos, de los principales países
de destino de la migración ecuatoriana. Cuando esos informes son crí-
ticos y tocan de algún manera los intereses de ecuatorianos, llevar a ca-
bo intensas gestiones tendientes a subrayar el hecho y pedir enmiendas
por parte del Estado receptor. Bien valdrían contactos oficiales y oficio-
sos con los expertos de los respectivos comités de seguimiento para
asegurar que los intereses de la colonia ecuatoriana sean tomados en
cuenta por el país informante. Estos expertos viajan periódicamente a
Ginebra para preparar o presentar sus respectivos informes. Estas son
oportunidades propicias para que la delegación ecuatoriana los visite y
plantee sus inquietudes con respecto a los migrantes ecuatorianos en
los principales países receptores.

Por otra parte, conviene que la diplomacia ecuatoriana esté en
permanente contacto con los Relatores Especiales de la Comisión de
Derechos Humanos cuyos mandatos tengan que ver con asuntos de in-
terés para los ecuatorianos en el exterior como son: los derechos hu-
manos de los migrantes; la vivienda adecuada; los derechos humanos y
las libertades fundamentales de los indígenas; formas contemporáneas
de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas conexas de into-
lerancia; y la violencia contra la mujer. A través de informes oficiales o
de organizaciones no gubernamentales, se debería suministrar a estos
expertos datos sobre la condición de los migrantes ecuatorianos en paí-
ses como Estados Unidos, España, Italia, etc. Esos datos sirven para que
los relatores especiales se comuniquen con las autoridades de los paí-
ses que están siendo examinados para informarse de la situación y re-
portar sus conclusiones a la Comisión de Derechos Humanos con mi-
ras a señalar hechos que requieren ser mejorados o corregidos, de con-
formidad con lo que establece el instrumento internacional respectivo.

Es particularmente importante que el Ecuador realice un segui-
miento apropiado a las recomendaciones que emanan de los informes
de los Relatores, como por ejemplo la Relatora Especial de Derechos
Humanos de los Migrantes. Por ejemplo, en el Informe sobre su Misión
a la Frontera entre México y los Estados Unidos, lugar por donde cru-
zan o intentan cruzar hacia Estados Unidos muchos ecuatorianos, la ex-
perta identifica una serie de situaciones que ponen en peligro a los mi-
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grantes, si bien éstos realizan un tránsito irregular, y que deben ser co-
rregidas tanto por parte de las autoridades mexicanas como por las es-
tadounidenses22. Conviene en este caso, acciones por parte de las re-
presentaciones diplomáticas del Ecuador en Washington y Ciudad de
México, en coordinación con las delegaciones ante las Naciones Unidas
en Nueva York y Washington.

Por su parte, el Estado ecuatoriano debe cooperar con los meca-
nismos de protección de derechos humanos y en ese sentido ha actua-
do apropiadamente cuando el 11 de diciembre del 2002 comunicó al Al-
to Comisionado de Derechos Humanos que el Ecuador “mantenía una
invitación abierta y permanente a todos los Relatores, Representantes,
Expertos y demás mecanismos especiales sobre derechos humanos de
las Naciones Unidas para que, en cumplimiento de sus respectivos man-
datos puedan visitar cuando lo requieran el territorio del Ecuador y es-
tablecer los contactos que estimen convenientes con personas e institu-
ciones domiciliadas o establecidas en el país”23.

El difícil pero necesario y urgente trabajo interno

La protección de los migrantes debe ser vista como una tarea
compartida, tanto a nivel nacional como internacional. En el ámbito do-
méstico debe existir un adecuado plan de desarrollo nacional que luche
contra la pobreza, mejore la educación a todos los niveles y en todos
los estratos sociales y económicos, aporte al mejoramiento efectivo de
servicios médicos, construya y mantenga carreteras y vías y asegure el
buen funcionamiento de los sistemas de telecomunicaciones. En resu-
men, mejorar ostensiblemente la calidad de vida en el país. Una políti-
ca de Estado de esta naturaleza apunta al mejoramiento de la economía
interna y el bienestar social y de esa manera a desalentar la salida en
masa de los ciudadanos. Jamás se debe ver al fenómeno migratorio co-
mo una válvula de escape para los problemas sociales del país. La sali-
da de la gente no significa que los problemas van a desaparecer, pro-
bablemente lo contrario.

Otra obligación de las autoridades ecuatorianas y la sociedad en
general es de informar a los potenciales migrantes sobre los beneficios
y las desventajas de tomar la decisión de salir del país. Una persona que
desea residir en el extranjero, y que está dispuesta a hacerlo de confor-
midad con las normas establecidas, debe conocer cuáles son los bene-
ficios que ofrece el Estado receptor e interrogarse lo siguiente: ¿Existen
verdaderas oportunidades de empleo? ¿Cuánto puede ganar? ¿Gozará de
los derechos laborales básicos? ¿Tendrá acceso a la seguridad social,
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atención médica y educación para sus hijos? Por otra parte, las autori-
dades en conjunto con el sector privado, deberían poner a funcionar un
programa de asesoría sobre la inversión productiva de las remesas. Es-
to permitiría que se optimicen, en beneficio de los migrantes y sus fa-
milias en el Ecuador, los recursos obtenidos por su trabajo en el exte-
rior, por ejemplo en inversiones que generen empleo y utilidades.

Lo sugerido permitiría que algún día el migrante pueda volver a
su tierra y con los ahorros e inversiones efectuados, cosechar el fruto
de su arduo trabajo en el extranjero. Convendría que la diplomacia
ecuatoriana gestione a través de los organismos internacionales, meca-
nismos y fondos que permitan desarrollar campañas de información,
por un lado y por el otro programas de inversión y ahorro para el tra-
bajador migrante.

Asimismo, debe ser informado sobre cuáles podrían ser las con-
secuencias de tomar la alternativa por la vía ilegal para cuyo efecto po-
drían jugar un papel valioso los medios de comunicación. Debe expli-
cárseles los innumerables riesgos físicos, emocionales y psicológicos
que supone viajar al exterior y vivir en un país ajeno sin las necesarias
garantías jurídicas, laborales y sociales. Esta estrategia debe ir acompa-
ñada de una política de persecución y sanción al coyotaje o redes de
tráfico ilegal de migrantes. Paralelamente, el Gobierno Nacional debe
procurar suscribir convenios con los países de tránsito de la emigración
ecuatoriana para evitar malos tratos y atropellos a los viajeros e impe-
dir las acciones delictivas por parte las redes coyoteras.

La gestión diplomática multilateral en asuntos migratorios como 
Política de Estado

El Ecuador deberá poner en marcha una Política de Estado que
propicie un mejor nivel de vida para todos los ecuatorianos no sólo pa-
ra reducir las causas que han provocado el más grande éxodo de su po-
blación, sino además para realizar los cambios emergentes que el país
necesita en función de un verdadero proceso de desarrollo. A su vez,
el Servicio Exterior, como se ha propuesto en este ensayo, a través de
su gestión internacional en los foros multilaterales, tiene que contribuir
para que los ecuatorianos que tomaron la decisión de alejarse del país,
y los enormes retos que eso supone, no estén desamparados y por lo
contrario hallen soluciones a las dificultades propias de la vida de un
migrante y su familia.

Esa política de Estado debe necesariamente incluir una sólida,
bien planificada, coherente y coordinada acción en los órganos multi-
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laterales, particularmente del sistema de las Naciones Unidas, para pro-
mover los planteamientos del país y lograr apoyos y recursos para la ac-
ción interna. Es evidente que una iniciativa de tal magnitud, sin prece-
dentes en la historia diplomática del país, tiene un alto costo material.
La acción requerirá un fuerte movimiento de recursos humanos y finan-
cieros por parte de la Cancillería ecuatoriana. Para conseguir la puesta
en marcha de una campaña como ésta, es indispensable que los ecua-
torianos, tanto en el país como en el extranjero, así como los gobiernos
de turno y las autoridades nacionales, conozcan la importancia que es-
ta gestión significa para el migrante y su familia y qué beneficios tangi-
bles y directos les puede reportar. Por su parte, la diplomacia del país
tiene que recoger los sentimientos, los retos y el drama de la diáspora
ecuatoriana y con talento, mística y técnica representarlos en el seno de
los organismos mundiales para lograr acciones concretas que beneficien
la vida diaria del migrante y su familia que vive y labora lejos de las
fronteras del Ecuador.

El país podría desarrollar una Política Exterior para los Migran-
tes (PEM) dentro de la cual figuraría de manera preponderante una po-
lítica multilateral que quizá coincida con algunos lineamientos sugeri-
dos en este breve ensayo. La PEM debe trazar objetivos claros y reali-
zables en materia de protección de los migrantes, fijar líneas de acción
a seguir, identificar recursos financieros y humanos para su ejecución
y prever sistemas periódicos de evaluación para afinar su puesta en
marcha. La PEM formaría parte de una Política de Estado global en fa-
vor del migrante ecuatoriano que exigiría acciones tanto a nivel domés-
tico como internacional, las mismas que se coordinarían y complemen-
tarían entre sí.

Podrían servir de modelo las prácticas multilaterales que realizan
otros países como México y Turquía que tienen una larga y vasta expe-
riencia frente al fenómeno migratorio de sus poblaciones y que han sa-
bido administrarlo en beneficio de sus sociedades tanto al interior co-
mo en el extranjero.

El autor confía que esta investigación pueda aportar elementos
de juicio, como los que seguramente se hallarán en trabajos similares
sobre el tema de la migración, que ayuden para el diseño de una polí-
tica exterior que en los actuales momentos de la historia del Ecuador
enfrenta el deber y el desafío de proteger a los miles de ecuatorianos
que residen y laboran fuera del país y sueñan con mejores días tanto
para ellos como para la Patria que les vio nacer.
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